	Fecha
	20 de febrero de 1963
	Sesión número
	4

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JULIO CHANG WA

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE GUANACASTE Y EL MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que, con el objeto de extinguir su negocio por razones de competencia comercial, en resoluciones del Gobernador de la Provincia y el Ministro de Gobernación se ordena el cierre de sus negocios de cantina, restaurante, salón de baile y rockola, afirmando que en estos negocios se ejerce la prostitución y se viola la moral y las buenas costumbres. Que el Gobernador carece de facultades para sustituir las funciones jurisdiccionales del Jefe Político del Cantón de Cañas.  Alega violación de los artículos 33, 39, 41, 56, 169, 170  de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que luego de recibir denuncias sobre actos contrarios a la moral y a las buenas costumbres en el negocio del recurrente, recibieron prueba testimonial y documental de alto valor específico que contribuyó a formar los elementos de convicción para fundamentar la orden de cierre de esos negocios. Que el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales confiere autoridad al Gobernador en toda la Provincia, siendo que en materia de Policía es el Jefe Supremo de la Provincia.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Reiteradamente esta Corte ha declarado sin lugar los recursos de amparo que los explotadores de esa clase de negocio a todas luces ilícito, han establecido alegando más o menos las mismas razones que ahora aduce el recurrente; y ha procedido así el Tribunal cuando se ha comprobado la inconveniencia de tales negocios, pues considera que debe contribuir a la campaña moralizadora que las autoridades administrativas llevan a cabo para terminar con esos centros que son verdadera carcoma de la sociedad. De la información que se ha tenido a la vista se desprende que el recurrente explota un negocio reñido en un todo con la moral y las buenas costumbres.  


N° 4
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE INTERINA celebrada a las quince horas del día veinte de febrero de mil novecientos sesenta y tres, con asistencia de los señores Magistrados Valle, Presidente; Bejarano y Sanabria.
Artículo Único
Se conoció el recurso de Amparo establecido por Julio Chang Wa contra el Gobernador de la Provincia de Guanacaste y el Ministro de Gobernación y Policía, en el que el recurrente alega: “Interpongo recurso de Amparo contra la Resolución de las 7 horas y 30 minutos del 13 de Diciembre pasado. En el cual ordena el cierre conjunto de mis negocios de Cantina, Restaurante, salón de Baile y Rockola, por decir que en estos negocios se ejerce la prostitución y se violan las disposiciones legales que resguardan la moral y las buenas costumbres, y también contra la Resolución N° 35 del Ministerio de Gobernación a las 9 horas y 15 minutos del 1° de Febrero del año corriente, publicado en La Gaceta N° 32 del 8 de febrero corriente.  La acción que viola mis derechos emana de la Gobernación de la Provincia con el respaldo del Ministro de Gobernación don Francisco Urbina González, abogado, de este vecindario y dictada por el Gobernador de Guanacaste, don Genaro Gómez de segundo apellido ignorado, comerciante, vecino de Liberia, ambos mayores y casados una vez.-  El objetivo perseguido es extinguir mi negocio comercial por razones de competencia comercial.  Es absolutamente falso, de toda falsedad, que lo demostraré por la vía respectiva si se hace necesario, que en mi negocio se ejerza la prostitución. No hay un solo testigo ocular de tamaña falsedad, sino en forma dolosa se ha levantado tal especie, sin corresponder a la verdad.- Pero yo alego ante este Tribunal de derecho, que con estas resoluciones citadas atrás se han violado las siguientes disposiciones constitucionales: a) Incompetencia de la Gobernación de la Provincia.  La Gobernación de la Provincia es incompetente, de acuerdo con la Ley N° 20 de 24 de julio de 1987, pues si bien es cierto dicha ley coloca en sus manos lo atingente a la policía, seguridad y propiedad de la provincia de su mando (art. 50), es bien claro, que tales facultades por razón de jurisdicción expresa que establece el art. 86 del mismo cuerpo de leyes, corresponde a los Jefes Políticos cuidar especialmente de la tranquilidad pública, del buen orden, de la seguridad de la personas, bienes y derechos de los ciudadanos y habitantes del cantón, y de todo lo demás que expresa el art. 50 de esta ley.  En consecuencia, como se determina en la ley de la materia, el Gobernador carece de facultades, a pesar de mayor jerarquía política, de la cual está dotada tal autoridad, pero este mayor caudal de autoridad no es para sustituir las funciones jurisdiccionales del Jefe Político, son para vigilar que estos funcionarios cumplan las leyes de la República.  Este caso, por ejemplo, por razón de la materia y de territorio, es únicamente competencia del Jefe Político del Cantón de Cañas.  Desde luego, la Resolución que absorbe las funciones que competen a otro órgano jurisdiccional del Estado, carece de valor y eficacia a la luz e imperio de nuestras leyes constitutivas, y flagrante violación del art. 39 de nuestra Constitución Política, que establece: “A nadie se le hará sufrir pena, por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad competente.  Es decir, se ha violado el art. 39 de la Constitución Política. Por otra parte, esta Resolución no tiene asidero alguno en ley, sino a un criterio de autoridad lejana del lugar en que existe la situación, bajo el muy amplio, vago e incongruente, concepto de violar las disposiciones legales que reguardan la moral y las buenas costumbres.  Yo pregunto, cuáles leyes? Leyes de la República de Costa Rica? No, ninguna violación ha existido a ninguna ley escrita.  Se habla de prostitución, y eso es falso; pero desde el punto de vista de rigor jurídico, hubo en Costa Rica una Ley infamante denominada Ley de Prostitución que marcaba como parias intocables a mujeres discriminadas en total atropello a la dignidad humana, pero esta ley a que hago referencia, como un triunfo en el avance evolutivo de nuestra democracia, ya fue derogada, y mal pueden ahora las autoridades de pueblos lejanos, invocar leyes derogadas para erigirse en Tribunal del Santo Oficio, en otra jurisdicción,  Yo sostengo la tesis, de que no hay ley específica en la cual se base la resolución violatoria de mis derechos.  Y creo que no basta, como si fuera ley supletoria, el concepto de que “se violan las disposiciones legales que resguardan la moral y las buenas costumbres”.  Con ese mismo sonsonete, han caminado a buenos vecinos de Cañas, quienes me han manifestado que han acudido temerosos de echarse contra los que manejan esta situación en mi contra, precisamente por el semblante del estandarte que levantan, ya que a nadie le gusta que lo enrolen sus enemigos, como inmoral.  Pero estas cosas que tienen una trascendencia definitiva en las Aldeas, tengo confianza que no merecerá tal concepto en el más alto Tribunal de la República para impartir justicia. -  En consecuencia, se ha dictado una Resolución en mi contra, no solamente por autoridad incompetente, sino sin base en ley alguna de la República de Costa Rica.  Con esto se ha violado el art. 41 de la Constitución Política, pues se ha dictado una Resolución sin “la estricta conformidad con las leyes”.  Resumiendo digo, que la Resolución viola los art. 39, 41 de la Constitución Política. b) El empleado del Poder Ejecutivo no tiene facultad para invadir el fuero de autonomía municipal.  Nuestra Constitución Política en su art. 170 textualmente dice: “Las Corporaciones Municipales son autónomas”, y el art. 169 del mismo cuerpo de leyes establece que “la administración de los intereses y servicios locales en cada Cantón, estará a cargo del Gobierno Municipal.” La Resolución ordena el cierre de los negocios de Cantina, Restaurante, Salón de Baile y Rockola.-  Si en una cantina se comete un delito o falta, compete a la autoridad de policía respectiva o penal judicial, la sanción del delito o falta, pero en el caso de autos, nunca han penado a nadie ni por delito o falta cometido en mi negocio comercial; y aunque así fuera, la pena corresponde al infractor o delincuente, pero nada tiene que ver con el negocio comercial, que responde intereses municipales.  De otro modo, si alguien mata a otro en una cantina, en una Iglesia, en un Teatro, se tendría siempre que cerrar necesariamente, y ahora ya tendríamos cerrada nuestra Iglesia Catedral, nuestro Teatro, etc. pues lamentablemente esos percances han sucedido, hasta de suicidio en el Altar Mayor de la Catedral.  Es ridículo hacer estas referencias, pues en la mente de toda persona ajena a pasiones fuertes, sabe que la pena persigue al delincuente, pero a los que nada tienen que ver con los delitos o faltas. Yo tengo mi negocio comercial, que se compone de venta de licor, al amparo de contrato con el Municipio de acuerdo con la ley de Licores N° 10 de 7 de octubre de 1936 y sus Reformas.  En virtud de ese contrato celebrado con el Municipio, he pagado por adelantado dos anualidades, y como solamente al Municipio compete restringirme el disfrute de la venta de licores, considero un atropello que un funcionario prevalido de la fuerza como autoridad del Poder Ejecutivo, me prive de un derecho que entraña no solamente el derecho de vender licor al amparo de la ley respectiva, sino a privarme de mi trabajo honrado, y lo considero honrado, porque el licor es de fabricación del Estado, negocio del Estado, regulado por el Estado, y nada tiene de ilícito, aunque como trabajo sea considerado denigrante, por los que han tenido la dicha de ocupaciones más acomodadas a la evolución del espíritu místicamente.  Por esta razón, se han violado los artículos 169 y 170 de la Constitución Política, y el artículo 56 del mismo cuerpo de leyes, porque me cancelan mi trabajo lícito.  Esto que he dicho es en cuanto a Cantina, pero por ironía y contradicción de la Resolución violatoria, explico que yo no tengo patente de baile, y si algunos sábados se efectúan en mi negocio como diversión, es el propio Jefe Político que cada vez, o mejor dicho por una sola vez, me autoriza para las horas de determinado baile, así como autoriza para una serenata en los lugares que considera conveniente.  Si el Sr. Jefe Político considerara que hago mal uso del permiso, cada vez que se solicitara me lo negaría, pero cada vez que lo considera conveniente por verificarse que dicho baile en todo orden, me concede tal permiso de baile, no por término, sino por una sola vez.  Ya esto lo he dicho y no se me ha querido oír, porque estoy demostrando que al propio Jefe Político le consta que no hay desorden, menos prostitución dentro de mi negocio.  Pensar lo contrario, es afirmar que el Jefe Político, me concede cada vez un permiso, a su juicio con todo mi derecho porque no hay tal inmoralidad, como si fuera un mal funcionario que no cumpliera con la ley.  Si me da el permiso cada vez, es porque como buen funcionario, que tiene ante sus ojos la verdad, de que no hay tal prostitución me ha seguido otorgando tal permiso, que es potestativo darlo o negarlo.  Para demostrarlo, acompaño los permisos que últimamente me han estado concediendo.-  De modo, que la sentencia en mi contra, está cercenado un derecho que si en el futuro yo lo quiero ejercer, o sea solicitar permiso para un baile, de antemano me sea denegado por esta prohibición, como un ciudadano desigual, a los restantes del país, con lo cual se viola el artículo 33 de la Constitución Política.  Se puede quitar un derecho que se disfruta, pero no se puede atentar con prohibiciones discriminatorias, para si ocurren en el futuro, mediante las circunstancias que las hagan posibles y de correcta obtención.-  Las patentes que yo pago al Municipio, y que corresponden a las actividades del negocio comercial que tengo, son: Patente de Rockola, Patente de Billar, Patente de Domino, Patente de Refresquería y Patente de Licores.   En la sentencia hablan de Restaurante, de Salón de Baile, que son fantasías, pues no son negocios o actividades de diario ejercicio a que me dedico.  No hay tal restaurante, y el vender comida no tiene relación con prostitución.  Tampoco yo tengo Salón de Baile, sino el local de mi negocio es para el resto de las actividades sobre las cuales pago la Patente del caso al Municipio.  En consecuencia, como la autorización de mi negocio compete al fuero municipal, en autorización, administración y percepción de los impuestos del caso, constituye un acto arbitrario y violación flagrante que el Gobernador, absorbiendo al funcionario de inferior categoría, e invadiendo fuero extraño a su competencia, dicte órdenes mediante resolución, como contra la cual me amparo, en perjuicio de mis intereses privados como de los municipales, económica, política, administrativa y jurídicamente.”

El señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste rinde el informe solicitado, manifestando lo siguiente:  “Dentro del término de emplazamiento rindo a esa Corte Interina, el informe que me solicita en el Recurso de Amparo promovido por Julio Chang Wa, vecino de Cañas de esta Provincia contra resolución de siete horas cinco minutos del trece de diciembre próximo pasado, por la cual se ordenó el cierre de sus negocios conjuntos de Cantina, Restaurante y salón de Baile punto en la información levantada al efecto con intervención y audiencia al recurrente Sr. Chang Wa, se observaron fielmente las disposiciones constitucionales que él invoca como violadas.  Se recibió prueba testimonial y documental de alto valor específico, tal como las declaraciones del señor Médico Oficial de Cañas, del señor Supervisor de Escuelas, del Inspector Sanitario, y se practicó una visita ocular, todo lo cual contribuyó a formar los elementos de convicción que sirvieron al suscrito Gobernador para fundamentar la orden de cierre de los citados negocios del recurrente, y al Ministerio de Gobernación para confirmar lo resuelto en la apelación respectiva, conforme consta de la resolución número 35 de nueve horas y quince minutos de primero de los corrientes, del ministerio de Gobernación, que se publica en La Gaceta número 32 de ocho de febrero en curso.  Como las diligencias originales que motivaron el cierre recurrido no han sido devueltas todavía a este Despacho, por el Sr. Ministro de Gobernación, pido a esa Honorable Corte Interina, arrastrar mediante solicitud a dicho Ministerio, el expediente citado.  Siendo injustificadas las alegaciones del señor Chang Wa pido a ese alto Tribunal declarar sin lugar el recurso de amparo promovido contra la resolución d esta gobernación”.

El informe pedido al señor Ministro de Gobernación y Policía, expresa: “Este Ministerio, por la naturaleza compleja del mismo, y acorde con las obligaciones que le imponen la Constitución y las leyes, ha extremado la vigilancia de aquellos actos que riñen con la moral y las buenas costumbres, con el supremo fin de forjar ciudadanos sanos de espíritu, que brindarán por ello sus mejores esfuerzos a la Patria.  Imbuido de esos propósitos, el señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste, luego de recibir varias denuncias sobre los actos de dudosa moralidad que se efectuaban en el establecimiento comercial del recurrente, sito en Cañas, decidió atender la denuncia formal del ciudadano Alfonso Martínez Martínez y levantó por ello una información a efecto de desechar o comprobar la denuncia referida. Terminada la misma, sus resultados fueron elocuentemente demostrativos de que en el negocio del recurrente se realizaban actos contrarios a la moral ya las buenas costumbres, como los señalados en los artículos 234 del Código Penal y 94 del Código de Policía, puesto que en dicho negocio ocurrían escándalos que habían motivado las denuncias recibidas.  Así las cosas, de conformidad con la sana política administrativa que las autoridades de Gobernación y Policía se han impuesto, ante la indubitable evidencia y comprobación de los hechos inmorales denunciados, sólo procedía dictar la resolución que el susodicho Gobernador emitió a las 7.30 horas del 13 de diciembre de 1962, que fue apoyada en todos sus extremos por el suscrito, según resolución # 35 del Ministerio de Gobernación de las 9.15 horas del 1° del mes en cuso, publicada en La Gaceta N° 32 del 8 de febrero actual.-  En lo que respecta a la falta de competencia del señor Gobernador para dictar la resolución referida, el recurrente interpreta el artículo 50 del Decreto Legislativo N° 20 del 24 de julio de 1867, a su sabor y conveniencia, puesto que el mismo dice “Art. 50.- El Gobernador cuidará especialmente de la tranquilidad, del buen orden y de la seguridad de las personas, bienes y derechos de los ciudadanos y habitantes, del cumplimiento de la Constitución y de la Leyes, de los Decretos, órdenes y resoluciones del Poder Ejecutivo, de los Mandamientos y Sentencias de los Tribunales y Juzgados, y de todo aquello que pertenezca a la Policía, seguridad y propiedad de la Provincia de su mando”.  Además, el artículo 1° del Decreto Legislativo # 42 de 5 de setiembre de 1872, al ocuparse las atribuciones del (sic) “Jefe Político y Agentes de Policía de las Provincias, expresa: “Art. 1°.- El carácter de Jefe de Policía no corresponde en cada una de las Provincias sino a los Gobernadores a quienes deben estar subordinados todos los demás empleado de este ramo”.  Con las normas jurídicas transcritas, de las que hemos subrayado la parte que en el caso en estudio nos interesa, demuestro contundentemente que el señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste actuó en un todo conforme con la competencia que le atribuyen las reglas legales mencionadas, puesto que los hechos inmorales que obligaron la actuación del Gobernador son de índole eminentemente policiaca, y para ello el artículo 50, in fine, de las Ordenanzas Municipales le confieren autoridad en toda la Provincia.  Asimismo como queda demostrado con el artículo 1° del Decreto # 42 precitado, en materia de Policía el Gobernador es el Jefe Supremo de la Provincia.-  Es por ello que la argumentación que el recurrente hace en torno al mandato del artículo 86 de la Ordenanzas Municipales, es sencillamente ineficaz, por cuanto dicha regla está encaminada a enumerar algunas de las funciones atribuidas a los Jefes Políticos (Comandantes Cantonales) en su localidad, pero sería absurdo siquiera suponer que el Gobernador, Jefe Supremo de la Policía de la  Provincia, careciere de competencia para intervenir en defensa y cumplimiento de la ley, en un cantón cualquiera de la Provincia bajo su mando.  En que quedaría entonces, señores Magistrados la Escala Jerárquica Administrativa, cuando expresamente nuestro ordenamiento jurídico se ha hecho cargo del asunto? Queda claro entonces que el señor Gobernador era y es competente para actuar como lo hizo, tanto por razón de la materia cuanto por razón del territorio.  En lo que hace a la alegada violación del artículo 39 de la Constitución, el recurrente tampoco lleva razón por lo siguiente:  Al quejoso no se le ha impuesto ninguna pena, en el sentido que la trata el numeral 39 mencionado: simplemente en el caso que me ocupa lo que se ha dado es una resolución administrativa, apoyada en la leyes precitadas, resolución que en el fondo es una orden de policía que el señor Chang Wa debe acatar para adecuar su conducta a lo que disponen las normas jurídicas comentadas, sin perjuicio, claro está, de hacerse acreedor a las sanciones estipuladas en el artículo 39 de la Ley de Licores, evento que, de producirse, sí daría lugar de imponerle al quejoso una pena de las señaladas en el artículo  39 de nuestra Carta Fundamental.-  Que conste pues, que ni el Gobernador ni el suscrito han violado el # 39 de la Constitución vigente.  Tampoco tiene fortuna el recurrente al protestar por la violación del artículo 41 de nuestra Carta, cosa que no ha ocurrido, puesto que las resoluciones impugnadas se dictaron bajo el amparo de las leyes tantas veces mencionadas, habida cuenta de que los escándalos fueron comprobados, como se deprende de la información levantada al efecto por el señor Gobernador.-  Además el caso en estudio no está enmarcado dentro de los derechos que tutela el numeral 41 referido.  En consecuencia, dicha garantía no ha sido violada.- Es lamentable que el recurrente alegue la violación de los artículos 169 y 170 de la Constitución, pues las actuaciones cuestionadas no tienen absolutamente nada que ver con la autonomía municipal ni con “la administración de los intereses y servicio locales de cada cantón”, que están a cargo del Gobierno Municipal, ya que en el caso de autos no se ha invadido el fuero Municipal, tanto porque no se han cancelado las patentes que autorizan al señor Chang Wa la explotación de sus negocios, cuanto que el señor Gobernador no ha actuado en el caso impugnado como Ejecutivo Municipal, sino que como “Jefe de Policía de la Provincia”, dualidad de funciones característica de los Gobernadores y Jefes Políticos de Costa Rica, que no debe ser lastimosamente confundida porque sean desempeñadas, simultáneamente, por la misma persona física.  Obsérvese  que se ha ordenado cerrar el “local” o “establecimiento” donde ocurrían los hecho denunciados como inmorales, y se ha dejado habilitado el local donde se explota el ”pool”; de aquí que sea también inoportuna la argumentación que el recurrente hace en el aparte b) de su escrito, toda vez que los casos expuestos, a modo de ejemplos, no encajan, ni por asomo, en el asunto en estudio, pues una cosa es “el presunto delincuente personal, individual” para el que nada tiene que ver el local o sitio donde se consuma un hecho delictuoso, y otra muy distinta es, como sí sucede ahora, que el llamado por algunos, “cuerpo del delito”, sea el local o establecimiento comercial donde se practicaban los actos antisociales, y por ende, inmorales, extinguidos por el señor Gobernador con la única medida que la ley le proporcionaba, puesto que al cerrarse el local donde se repetían los escándalos denunciados, se acabaron éstos.  Lo expuesto prueba que son inatendible, por ilógicas, las comparaciones que el recurrente hace con los sucesos acaecidos en la Iglesia Catedral, etc.-  Está de más, entonces, insistir en que no ha habido violación de los números 169 y 170 de la Constitución, pues sabido es que cerrar establecimientos comerciales, que desnaturalizan la “licencia” o patente expedida por una Municipalidad para ejercer “legalmente” una actividad comercial, no es interferir o suplantar “la administración de los intereses y servicios locales en cada cantón…” Aunque los señores Magistrados lo saben, no sobra recordarles que las Municipalidades, como corporaciones autónomas, y administradoras de los intereses y servicios locales, no tienen entre sus atribuciones, las de investigar y comprobar las causas que determinan el cierre de un negocio para cuya explotación le hayan extendido patente.  Esta es una función estrictamente policiaca, que escapa al fuero municipal, no obstante que las patentes estén cubiertas satisfactoriamente en sus pagos.-  Tampoco tiene suerte el recurrente al alegar violación del número 56 de la Carta Fundamental, ya que no es cierto que se le haya “cancelado su trabajo lícito”, como no lo es el que era ejercido en su negocio.  El precitado artículo 56 manda que “El Estado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil”.  Y yo pregunto, señores Magistrados, era honesta y útil (para la sociedad) la explotación a que sometía su negocio el Chang Wa? La respuesta negativa es incuestionable.  Termina dicho artículo así: “El Estado garantiza el derecho delibre elección del trabajo”.  La regla constitucional no dice que esa libre elección debe ser de un trabajo lícito, porque ello está sobre entendido; por eso a contrario sensu, las leyes jamán podrían autorizar o permitir a alguien para que se dedique a ”trabajos de dudosa moralidad, de aquí que, cuando las autoridades competentes para la exterminación de tales prácticas actúan con esa finalidad, ninguna persona tiene derecho para protestar de dichas actuaciones, ni mucho menos pretender paralizarlas, con la manida expresión de que “se le impide trabajar”.  En lo que hace a la cita de los permisos para realizar bailes, explotada con poco éxito por el recurrente, tengo que decir que la misma es desafortunada, puesto que en ninguna parte de las resoluciones impugnadas se expresa que la prostitución que se practicaba, ampliamente comprobada, en los negocios del quejoso, tuviera precisamente lugar en las horas y fechas de celebración de los bailes que el señor Jefe Político de Cañas autorizaba, por lo que la expedición de tales permisos no dice ni prueba nada en contrario de los actos inmorales que en dicho local ocurrían y que motivaron el cierre del mismo.  Por lo expuesto, carece de certeza la alegada violación del artículo 33 de la Constitución, puesto que al recurrente no se le ha aplicado una sanción discriminatoria, dirigida intencionalmente a causarle daño, la cual le rompería la igualdad ante la ley que apunta el numero 33 susodicho; sencillamente en el caso de autos ha ocurrido que el quejoso se puso fuera de ley, por lo que él mismo rompió la igualdad legal que alega para sí.-  A mayor abundamiento, señores Magistrados, en la misma Gaceta # 32 en que se publicó la Resolución 35 impugnada, aparece otra similar que ordena el cierre de un establecimiento comercial que se dedicaba a prácticas idénticas a las que ejercía el recurrente. Es más, en esa Corte y en este Despacho existen muchos antecedentes de casos que han originado numerosas resoluciones que ordenan el cierre de negocios que se dedicaban a las prácticas de hábitos reñidos con la moral y las buenas costumbres, por lo que no es la primera vez que este Ministerio resuelve casos como el presente.-  Por lo dicho, no ha habido violación de la garantía Constitucional # 33 puesto que las resoluciones recurridas no fueron dictadas discriminadamente como dice el quejoso, sin fundamento legal alguno.  Precisamente por aplicar las leyes con la igualdad proclamada en la norma fundamental precitada es que el suscrito se ha presentado ante esta Honorable Corte a defenderse de las infundadas protestas y cargos del señor Chang Wa.  Con todo respeto, y basado en el párrafo final del artículo 12 de la Ley de Amparo, N° 1161 de 2 de junio de 1950, ruego a los señores Magistrados solicitar, como prueba para mejor proveer, el expediente que levantó el señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste, en el que abundan las pruebas fehacientes e incontrastables que dieron lugar al dictado de las resoluciones administrativas impugnadas por el recurrente, cuyo recurso, por ser absolutamente improcedente, pido que sea rechazado en todos sus extremos.”

Discutido ampliamente el caso, se declaró sin lugar el recurso con base en las siguientes razones:  “Ante el Jefe Político de Cañas se presentó el señor Alfonso Martínez Martínez, denunciando que el establecimiento comercial que en la ciudad de Cañas explota el señor Julio Chang Wa se ha convertido en un antro de corrupción pues se trata de un salón de baile situado dentro del perímetro de la ciudad y frecuentado por mujeres de vida licenciosa que provocan escándalo con el consiguiente mal ejemplo para las familias que viven en las cercanías de ese establecimiento.


Reiteradamente la Corte Suprema de Justicia ha declarado sin lugar los recursos de amparo que los explotadores de esa clase de negocio a todas luces ilícito, han establecido alegando más o menos las mismas razones que ahora aduce el recurrente; y ha procedido así el Tribunal cuando se ha comprobado la inconveniencia de tales negocios, pues considera que debe contribuir a la campaña moralizadora que las autoridades administrativas llevan a cabo para terminar con esos centros que son verdadera carcoma de la sociedad.


Con motivo de la referida denuncia, el Jefe Político de Cañas levantó una información que se ha tenido a la vista y de la cual se desprende sin esfuerzo que efectivamente el señor Chang explota un negocio reñido en un todo con la moral y las buenas costumbres.  En esa información aparecen las declaraciones de los señores Mario Sabatini Guzmán (funcionario judicial); Doctor Hellmuth Schager Calle; Jesús Salazar Alfaro, Marielos Córdoba Arguedas, Alejandro Rojas Paniagua, Luis Agustín Arana Bolívar, Rafael María Garrote Vargas, y dos esos testigos ratifican lo dicho por el denunciante.

No es atendible el reparo que hace el recurrente de que el Gobernador de la Provincia no tenía jurisdicción para resolver en la información levantada por el Jefe Político de Cañas, porque ese funcionario, conforme al artículo 50 de las Ordenanzas Municipales (Decreto XX de 24 de julio de 1867) tiene a su cargo “Cuidar especialmente de la tranquilidad, del buen orden y de la seguridad de las personas, bienes y derechos de los ciudadanos y habitantes, del cumplimento de la Constitución y de las leyes, decretos, órdenes y resoluciones del Poder Ejecutivo, de los mandamientos y sentencias de los Tribunales y Juzgados y de todo aquello que pertenezca a la policía, seguridad y propiedad de la Provincia a su mando”.

No viola la resolución del Gobernador, aprobada por el Ministro de Gobernación, ninguno de los textos constitucionales citados en el recurso.  El cierre de un establecimiento como el del señor Chang no afecta en nada la autonomía Municipal, por lo que resulta impertinente la cita de los artículos 169, 170 y 56 de la Constitución Política.  Las patentes que la Municipalidad extiende, mediante el pago del canon respectivo, da derecho al interesado para explotar el negocio de venta de licores, pero no para convertir el establecimiento donde se hago uso de ese derecho en lugar de escándalo intolerable en una sociedad debidamente organizada.  Tampoco acierta a entender este Tribunal a qué viene la cita de los artículos 33, 39, 41 ni el 56 de la Constitución Política.

Por todo lo expuesto tanto el señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste como el Ministro de Gobernación al aprobar lo resuelto por aquel funcionario a juicio de este Tribunal han procedido dentro del ámbito legal y por lo mismo es improcedente el recurso de amparo que contra lo resuelto por ellos se intenta.

